
INFORMES Y DICTÁMENES

LA «MORA ACCIPIENDI»
EN LOS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS

La «mora accipiendi», o mora del acreedor, es
una institución a la que el Código Civil no había
dedicado de modo expreso, sino unos cuantos pre-
ceptos sueltos, con los cuales la doctrina y la ju-
risprudencia han elaborado la teoría general que
en aquel cuerpo legal faltaba.

Tampoco en el ordenamiento de los contratos
administrativos está planteado el tema en toda su
complejidad. El Consejo de Estado —como puede
verse en estos dos dictámenes tomados, a título de
ejemplo, de una «Recopilación de Doctrina legal»—,
por su parte, recoge los resultados de la doctrina
del Derecho común e integra con ella el Derecho
aplicable a los contratos de la Administración.

1. El deudor puede, indudablemen- culpa suya, impedido de recibir. Pre-
te, constituir en mora a su acreedor, cisamente la concurrencia dé culpa
a fin de liberarse de los efectos del es el requisito indispensable para que
retraso causado por éste, aun sin nazca la obligación de. resarcimiento,
culpa. Es decir, que el simple retra- 2. La falta de culpa de la Admi-
so del acreedor en recibir basta nistración impedirá imponer a ésta
—descartado el supuesto de culpa la obligación de resarcimiento al deu-
del acreedor—para producir la libe- dor perjudicado por el retraso objeto
ración del deudor; pero éste no po- de la reclamación. Pero no impide,
drá constituir a su acreedor en mora en modo alguno, que quede liberado
accipiendi para el efecto de preten- el deudor de su obligación tan pron-
der el resarcimiento del daño, mien- to han quedado cumplidas, en cuanto
tras el acreedor se encuentre, sin de él dependen y opportuno loco et
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tempore, las prestaciones a su cargo.
A partir de ese momento y de la
debida notificación al acreedor, es
éste el que corre con las consecuen-
cias de su conducta y de la trans-
misión de los riesgos.

ANTECEDENTES •

Ss deducen del dictamen.

CONSULTA

En el presente caso se plantea un
problema típico de mora del acree-
dor, por tratarse de obligaciones cuyo
cumplimiento exige el concurso o co-
operación del acreedor, que, al no
prestarlo oportunamente, según la
entidad reclamante en este expedien-
te, perjudica al deudor, mantenien-
do subsistente un compromiso del
que debe ser liberado.

A falta de una teoría dogmática
de la mora del acreedor, esta mate-
ria, considerada tradicionalmente
como cuestión de bono et aecquo, se
rige por reglas particulares o por
principios generales deducidos de la
combinación de tales reglas, entre las
cuales puede considerarse básica la
de que, una vez llegado el plazo, el
deudor que se encuentra en situación
de pago o cumplimiento tiene dere-
cho a la liberación, que el acreedor
debe procurarle aceptando el pago,
sin poder prolongar la situación del
deudor, pues esto sería imponerle más
de lo que debe.

El concepto mismo de la mora del
acreedor se centra en la omisión por
éste de la cooperación indispensable
por su parte, de la que depende el
cumplimiento de la obligación del
deudor.

Ahora bien, en éste punto es esen-
cial la consideración de la culpa del

acreedor. Si esta culpa existe, pro-
ducirá la obligación de resarcimien-
to al deudor perjudicado por la mis-
ma. Pero si no media culpa de acree-
dor, no puede hablarse de aquella
obligación, ya que esto valdría, tanto
como equiparar la simple mora in-
culpata a la mora culposa o culpa-
ble, lo que no. es admisible en. bue-
nos principios; qui in mora est cul-
pa non- vacat. Pero esto excluye, an-
tes al contrario, otra distinción
esencial.

En efecto, la doctrina reconoce sin
dificultad que el deudor puede, in-
dudablemente, constituir en mora a
su acreedor, a fin de liberarse de los
efectos del. retraso causado por éste,
aun sin culpa. Es decir, que el sim-
ple retraso del acreedor en recibir
basta -—descartado el supuesto de
culpa del acreedor—para producir la
liberación del deudor; pero éste no
podrá constituir a su acreedor en
mora accipiendi para el efecto de
pretender el resarcimiento del daño,
siempre Q mientras que el acreedor
se encuentre, sin culpa suya, impe-
dido para recibir. Precisamente, como
se ha dicho ya, porque la culpa es
el requisito indispensable para que
nazca la obligación de resarcimiento.

En estas condiciones es forzoso de-
cidir con prudente arbitrio, valoran-
do, según las 'circunstancias particu-
lares del hecho, la existencia o in-
existencia de la culpa y la gravedad
de las consecuencias que del retraso
en la admisión dé la prestación pue-
dan derivarse.

A este fin deben recordarse los he-
chos pertinentes en descarnada sínr
tesis que permita la clara aprecia-
ción de lo esencial.

Se trata aquí del cumplimiento de
la obligación final, por parte de las
empresas concesionarias de las zo-
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ñas algodoneras, de la operación que
consiste en poner a disposición del
Instituto de Fomento de la Produc-
ción de Fibras Textiles, a través de
su Servicio del Algodón, la totalidad
de la fibra producida en la campa-
ña, al precio determinado para las
distintas calidades de fibra, según
clasificación que realice el mencio-
nado ¡Servicio del Algodón.

Aquí se configura claramente la
Obligación principal de las entida-
des concesionarias de entregar al
Servicio del Algodón o poner a su
disposición la totalidad de la fibra
producida en su zona y la correlati-
va obligación del Instituto de abo-
nar el precio procedente, así como la
cooperación necesaria del Servicio
del Algodón, al que corresponde rea-
lizar la clasificación de la fibra.

No puede dudarse, visto lo dispues-
to en el artículo 5.° de la orden de
7 de febrero de 1958, que la clasifi-
cación o re clasificación de la fibra
por el Servicio del Algodón es con-
dición necesaria, no sólo para la
efectividad del precio, sino también
para la determinación de su cuantía,
en relación con las diferentes cali-
dades y cantidades de la fibra en-
tregada, por la empresa concesionaria.
Ño se trata de una facultad discre-
cional del acreedor, sino de una mo-
dalidad preceptiva del cumplimiento
de estos contratos, específicamente
prevista en el sistema reglamentario
que rige la concesión que vincula a
las partes.

Ahora bien, parece evidente que el
deudor, la Sociedad H. Y., no puede
pretender el cobro de la fibra mien-
tras el Servicio del Algodón no efec-
túe su reclasificación.

También parece claro que el Ins-
tituto no está obligado a resarcir a
la Sociedad H. Y. de sus pretendidos

daños y perjuicios, mientras no haya
incurrido en culpa o falta al retra-
sar, más o menos, la práctica de
aquella operación, pero no es menos
cierto que la Sociedad H. Y. tiene
derecho a exigir la puntual práctica
de la reclasificación de la fibra, para
quedar liberada de su obligación y
poder, seguidamente, pretender el
pago del precio estipulado.

En este punto sólo resultan del
expediente las manifestaciones de la
Sociedad H. Y. y el silencio de la
Administración sobre los hechos de-
nunciados. Este silencio puede inter-
pretarse de varios modos, pero tal
vez sea lo más acertado entender,
por el carácter puramente jurídico
de IQS argumentos invocados contra
la pretensión de la entidad citada
—centrados en la imposibilidad de
efectuar el pago sin la previa recla-
sificación de la fibra, como opera-
ción necesaria para determinar con
exactitud los precios aplicables a las
diferentes partidas y calidades de
fibras—que la Administración cree
que la práctica de cada operación,
su fecha y su duración está enco-
mendada a su arbitrio, a falta de
precisas disposiciones legales o con-
tractuales sobre este punto.

Aunque así fuera, a los efectos de
descartar rotundamente la existen-
cia de culpa en el retraso denuncia-
do, ello no se opondría al éxito de-
finitivo de la reclamación esencial,
si bien por razones distintas de las
alegadas, por rechazarse en el plan-
teamiento de la cuestión la supues-
ta culpa de la Administración. No
parece necesario añadir que, en caso
de acreditarse debidamente esta cul-
pa, ello conduciría necesariamente a
reconocer á la Sociedad reclamante
otro derecho, además del que segui-
damente se razona.
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La • falta de culpa dé la Adminis-
tración impediría imponer a ésta la
obligación de resarcimiento al deu-
dor perjudicado por el retraso obje-
to de la reclamación. Pero no impi-
de, en modo alguno, que quede libe-
rado el deudor de su obligación tan
pronto han quedado cumplidas en
cuanto de él depende, y opportuno
loco et tempore, las prestaciones a
su cargo. A partir de ese momento y
de la debida notificación al acree-
dor, es éste el que. corre con las con-
secuencias de su conducta y de la
transmisión de los riesgos. El deudor
no debe nada más, habiendo cum-
plido íntegramente su obligación (y
este es el caso del expediente).

Si, por su parte, el acreedor está
impedido temporalmente para acep-
tar, sólo incurre en mora—según la
doctrina unánime—si el deudor le
hubiese anunciado la prestación con
un tiempo prudencial de antelación,
o si estuviese obligado a prestarla
precisamente en esa época, pues se-
ría injusto exigir al acreedor que es-
tuviese dispuesto a aceptar la pres-
tación en todo momento. Y ese es
el caso del expediente: «Antes del
día 30 de junio de cada año, la en-
tidad deberá tener, terminadas todas
las. operaciones de desmontado, des-
borrado y obtención y clasificación
de fibra...» (Orden de 18 de enero
de 1952, art. 8.°). A su vez, la estipu-
lación 9.a del contrato (clasificación
de la fibra), dispone que «de las
muestras que han servido a la enti-
dad para clasificar la fibra se sepa-
rará una. de ellas por cada diez ba-
las que entren en un mismo lote, la
cual se remitirá al. Laboratorio de
Tabladilla para su reclasificación,
cuyos resultados serán los que ten-
gan validez oficial. El ritmo de cla-

sificación deberá ajustarse, en todo
lo posible, al de desmotación».

•El Código civil, pese a los defectos
de orden dogmático señalados ya, re-
coge la idea dé la mora del acree-
dor en los artículos. 1.185 y 1.452,
apartado 3.° (compra-venta), 1.589 y
1.590 (arrendamiento de obra).

El caso que se examina encaja per-
fectamente en el ejemplo clásico de
la doctrina, en el cual el importe de
la deuda que deba pagarse no puede
establecerse sin el concurso del acree-
dor, principalmente en la compra-
venta, cuando el comprador debe de-
terminar la calidad precisa de las
cosas, caso en el cual la opinión pre-
ferida niega la posibilidad.de poner
al acreedor en mora respecto' a la
prestación, (pago), y admite solamen-
te la de un requerimiento, ó relativo
a la elección (en nuestro caso, a la
reclasificación). Si bien no puede de^
cirse que el deudor tenga un derecho
a la aceptación, es indudable que
tiene un interés en la misma, máxi-
me cuando la no aceptación o la
aceptación tardía del acreedor es
causa de perjuicios para él. En este
caso se puede hablar de incumpli-
jniento imputable al acreedor (sen-
tencia de 24 de abril de Í918), aun-
que esta imputabilidad no signifique
culpa. r .

Con relación a estos supuestos en
que es preciso que el acreedor reci-
ba, que colabore al pago, y, para ello,
que previamente reconozca y aprue-
be la prestación que se le ofrece,'tie-
ne declarado el Tribunal Supremo
que, en las obligaciones de dar o
entregar, el pago no queda cumpli-
do por la simple actuación del obli-
gado y requiere el consentimiento o
aceptación de quien, con arreglo a
lo convenido, haya de recibir la pres-
tación, según lo aseveran diversos
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argumentos: a) Que el artículo 1.176
del Código civil, relativo a la consig-
nación, admite, o sensu contrario,
que el acreedor pueda rechazar el
pago, Gon razón o por causa justi-
ficada, por lo cual ha declarado la
sentencia de 18 de mayo de 1943
que, para que la consignación pro-
duzca el efecto del pago, es preciso
que el acreedgr la acepte ó que se
declare judicialmente bien hecho;
b) que el artículo 1.163 niega vali-
dez, salvo determinados casos, al pago
hecho a una persona incapacitada
para administrar sus bienes; c) que
los artículos 1.166 y 1.169 reconocen,
en cierto modo, ser precisa la anuen-
cia1 del que debe1 cobrar, cuando se
paga cgsa distinta de la pactada-o
se hace el abono parcialmente, etc.
(sentencia de 18 de noviembre de

•1944). . . - , . "

Por eso cuando el pago constituye
un verdadero acto o negocio jurídi-
co, entraña obligaciones y derechos
recíprocos: derecho del acreedor a
examinar la prestación y a- recha-
zarla, en todo o- en parte, con ra-
zón; derecho del deudor a que el
acreedor efectúe aquel examen, a
tfúé acepte (si nó hay razón en con-
tra) y a que pague.

Resumiendo la .doctrina anterior,
para aplicarla concretamente a las
circunstancias del caso y al conte-
nido del contrato, teniendo presenté
que la interpretación que se dé a las
cláusulas y normas aplicables' debe-
rá ajustarse esenciairriente a los
principios formulados en los artícu-
los 1.285, 1.288 y 1.289 del' Código
civil, en cuanto requieren la consi-
deración, conjunta de sus cláusulas
la prohibición de que las cláusulas
oscuras puedan interpretarse en fa-
vor de la parte que hubiese ocasio-
nado la oscuridad, y que en los con-

tratos onerosos las dudas se. resol-
verán en favor de la mayor recipro-
cidad de intereses, puede concluirse:

¡En primer lugar, es irrelevante la
discusión de las partes sobre la na-
turaleza jurídica del contrato, en
cuanto a la operación concreta de
que se trata, porque los derechos, y
obligaciones del acreedor al. examen
y admisión de. la cosa objeto de la
prestación son los mismos si se tra-
ta de la entrega de la cosa vendida
(arts. 1-.452, 3.°, y 1.50.1, 3.°), que si
se trata de la entrega por el con-
tratista de la obra realizada (artícu-
los 1.589 y 1.590).

En segundo lugar; supuesta la- ne-
cesidad de la reclasificación de la
fibra por el Servicio del Algodón
como modalidad específicamente pre-
vista para su admisión, y pago en
las normas reguladoras de la conce-
sión, es indudable que si el deudor
carece de derecho a reclamar el pago
prescindiendo dé la práctica de aque-
lla operación, no es menos cierto que
tiene derecho evidente a reclamar
que dicha operación se efectúe en
términos que nó hagan más onerosa
su obligación, una vez cumplido
cuanto por su parte debe hacer.

No es exacto que para constituir
en mora al acreedor sea preciso, en
todo caso, el requerimiento del deu-
dor, ya para el pago, yá para la pre-.
vig, admisión de la obra o de la cosa,
pues, según el artículo 1.100; párra-
fo 2.°, del Código civil, no es nece-
saria tal. intimación - cuando de la
naturaleza y. circunstancias de la
obligación resulte que la designación
d.e la época en que. había de .entren
garse la cosa o hacerse el servicio
fue motivo determinante para esta-
blecer la obligación.

Es cierto que ni el apartado 5.° de
la orden ministerial de 7 de febrero
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de 1958, ni ninguna de las estipula-
ciones del contrato, fijan fecha o
plazo preciso para la práctica de la
reclasificación de la fibra ni para
el consiguiente pago del precio, pero
ello no puede entenderse, como se
pretende, en el sentido de que tan
fundamentales actos puedan quedar
al arbitrio de uno de los contratan-
tes, contrariando el principio cardi-
nal del artículo 1.25.6 del Código civil,
no sólo porque la tardanza en efec-
tuar ambas operaciones, cuya prác-
tica depende exclusivamente del
acreedor, es siempre causa de per-
juicio para el deudor, aparte del abo-
no de intereses por los créditos con-
cedidos, sino porque otras disposicio-
nes del contrato, relativas a la mis-
ma operación de clasificación y pago
del algodón bruto a los cultivadores,
prevén (estipulación 7.a) la fecha que
fijará el Servicio del Algodón para
la apertura de los almacenes recep-
tores (evitando así la posibilidad de
entregas prematuras) y disponen que
la clasificación del algodón bruto se
hará a medida de su entrega en el
almacén receptor, en los centros, por
el personal y en la forma que se in-
dica, estableciéndose, finalmente, que
la liquidación al agricultor habrá de
verificarse, siempre que sea posible,
en el mismo día de la entrega y, ex-
cepcionalmente, dentro de un plazo
no superior a quince días, contados
a partir de la fecha de clasificación
del algodón.

Si se. tiene en cuenta que esta pri-
mera clasificación se hace sobre la
totalidad del algodón bruto entrega-
do, mientras que la siguiente recla-
sificación, al entregarse la fibra por
la Sociedad concesionaria, la hace ya
el Servicio, a tenor de la estipula-
ción 9.a, recordada más arriba, sobre
muestras (una por cada diez balas de

cada lote), que envía la concesiona-
ria al Laboratorio de Tabladilla; si
se considera, además, que a tenor de
la estipulación 10 (distribución de
fibra), el cupo que corresponda a las
concesionarias será adjudicado por
el Servicio del Algodón, autorizándo-
se a aquéllas su libre disposición
dentro de los quince días siguientes
al de recepción de las muestras de
los lotes clasificados en el Labora-
torio del Servicio, y si, por fin, se
recuerda que, a tenor de la estipula-
ción 15 (reintegro de anticipos y
créditos), el día 30 de junio de cada
año se efectuará por el Servicio del
Algodón la liquidación de la campa-
ña, en la que se recogerán los saldos
resultantes de los créditos y antici-
pos, así como cuantos cargos y abo-
nos se hayan producido durante la
misma, debiendo en esta fecha re-
embolsar los concesionarios el saldo
que en su contra resulte, con el in-
terés legal, y si el mismo sistema de
compensación se establece en la es-
tipulación 16 (liquidación anual de
la fibra), previniendo, ante las difi-
cultades prácticas para repartir con
exactitud las diferentes clases de fi-
bra que se obtenga entre la conce-
sionaria y el Servicio proporcional-
mente a los cupos que a cada parte
correspondan, la liquidación de las
diferencias que resulten en peso y
calidad, compensándose en metálicoo
el importe de tales diferencias, es
forzoso concluir que, aun descartada
la culpa del Servicio o del Instituto
en la práctica y duración de la recía-
sificación de la fibra, o en los trámites
necesarios para aprobar tal reclasifi-
cación; aun descartando el derecho
de la Sociedad recurrente a reclamar
el pago mientras no se efectúe y
apruebe aquella operación, es evidente
que las consecuencias producidas obli-
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gándole a abonar los intereses de los
créditos, cuando ya han cumplido su
obligación y sólo depende de la Ad-
ministración, la práctica de la com-
probación de que se trata, compro-
bación que, por otra parte, se ha
resuelto en la incondicional y defi-
nitiva aceptación de la fibra clasi-
ficada entregada por dicha entidad,
tales consecuencias no debe sopor-
tarlas la entidad reclamante.

Es cierto, asimismo, que el artícu-
lo 4.° de la orden de 7 de febrero
de 1958 dispone que serán de cuenta
de las concesionarias los intereses y
gastos devengados por las operacio-
nes crediticias que se concierten para
financiar la adquisición de la total
cosecha de algodón bruto, pero no
es menos cierto que el artículo 6.°
de la misma orden establece un su-
mando I, correspondiente a los gas-
tos ocasionados por los anticipos,
primas a la producción, ayudas, y, en
general, los. de fomento a cargo del
Instituto y necesidades del mismo,
cuyo valor se fija en una peseta por
kilogramo de fibra y se incluye para
la determinación del precio de la fi-
bra en factoría.

El pago a la Sociedad concesiona-
ria del precio procedente se debe
efectuar, por ello, con referencia a
la fecha de recepción en el Labora-
torio del Seryicid de las muestras
enviadas por aquélla para su recla-
sificación. A partir de dicha fecha,
corresponderá al Instituto satisfacer,
con cargo a sus recursos, el importe
de los intereses y gastos causados
por las operaciones de crédito, con
cargo a las cuales se efectúe el re-
ferido pago. Se tratará, en suma, de
un, gasto del Servicio, cuyo importe
dependerá exclusivamente de la for-
ma de practicarlo, en tanto en cuan-
to no se produzca en condiciones

anormales originadas por el incum-
plimiento total o parcial por la So-
ciedad concesionaria de las obliga-
ciones que le incumben:

Esto es lo procedente, pues, en evi-
tación de anormalidades como las
indicadas en el recurso y de la ar-
bitraria atribución a las empresas
concesionarias, supuesto el íntegro,
cabal y oportuno cumplimiento de
sus obligaciones, del abono de los
intereses de aquellos créditos, a par-
tir del momento en que tal cumpli-
miento se efectuó, cualesquiera que
sean la fecha y los trámites de la
comprobación de este extremo por
el Instituto, tanto más cuanto que,
dé haberse deducido de tal compro-
bación cualquier defecto en la pres-
tación, en cantidad o en calidad,
medios tiene el Instituto para esta-
blecer y exigir la consiguiente res-
ponsabilidad en el trámite de li-
quidación final de la campaña, preT
visto en las estipulaciones 15 y 16 del
contrato.

No ofrece el expediente datos con-
cretos para estimar acreditada la
cifra que reclama la entidad recu-
rrente, y tampoco puede apreciarse
la exactitud de los motivos alegados
como causa del retraso que denun-
cia, y por ellQ el Consejo de Estado
sólo puede recomendar a V. E. que,
previa la depuración de unos y otros
datos, adopte la resolución que pro-
ceda, ajustándola a los principios
desarrollados en este dictamen.

(Dict. de 11 de abril de 1962. Exp.
núm. 28.236.)

La cláusula discutida, en cuanto
al contenido y cumplimiento de sus
estipulaciones, es la relativa a la
«forma de pago» y figura entre las
«condiciones especiales» de ambos
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contratos, siendo idéntico su texto
en uno y otro.

En esta cláusula se estipula como
forma de pago la modalidad, usual
en el comercio internacional, de «pa-
go contra presentación de documen-
tos»,, consagrándose así la importan-
cia considerable de los documentos
en la técnica actual de las ventas
marítimas CIP, FÓB, etc., hasta el
punto de que la venta CIP ha lle-
gado a considerarse por algún sector
de la'doctrina y ocasionalmente por
los tribunales de algunos países como
«venta de documentos».

Aunque los contratos celebrados
por las partes interesadas' en este
asunto son contratos de venta FOB,
la circunstancia de que, con arreglo
a una práctica muy difundida, el
vendedor asuma, en virtud de un
mandato adicional a la venta pro-
piamente dicha, obligaciones relati-
vas al fletamento y al seguro de las
mercancías, hace que sean perfecta-
mente aplicables al caso los princi-
pios establecidos sobre la naturaleza
y efectos de la cláusula «pago contra
presentación de documentos» en la
venta CIF.

Se ha dicho que la importancia
de los documentos es considerable en
las ventas marítimas, porque, con la
posesión de los documentos, el com-
prador tiene en su mano la posibi-
lidad de ejercer sus derechos contra
el porteador negligente, responsable
de pérdida o avería de las mercan-
cías, o reclamar al asegurador la in-
demnización que corresponda, lib&-
rándose así de la carga de los ries-
gos que. asume desde el desembarque.
Sobre todo, los documentos permiten
al comprador disponer de la mer-
cancía, incluso durante el viaje, y
aprovechar así coyunturas favorables
del mercado. Además, la naturaleza

de 'tales documentos sirve para ga-
rantizar y facilitar las operaciones
bancarias que se realizan normal-
mente con ocasión del pago.

Por todo ello, la entrega de los
documentos en estos contratos viene,
a constituir, en frase de un autor
español contemporáneo, como el es-
labón final de la cadena de actos
que el vendedor está obligado a rea-
lizar y, en cierto sentido, ese acto
concreta o sintetiza el contenido obli-
gacional del acto con relación al
vendedor, ya que, mediante esa en-
trega de documentos, el. vendedor
transmite (en principio) la propiedad
de la cosa y ofrece al comprador la
prueba del cumplimiento de sus obli-
gaciones características: la de . pro-

• veer al transporte de las mercancías
y la de cubrir el riesgo de ese trans:
porte con un contrato de seguro. A su
vez, la significación que tiene aquel
acto, como culminación de la acti-
vidad que le corresponde al vende-
dor en el cumplimiento de su obli-
gación fundamental de entregar la
cosa-, determina el derecho del ven-
dedor a exigir el precio, salvo acuer-
do distinto de las partes. .

La determinación de los documen-
tos necesarios viene dada por el. con-
tenido del contrato. esencial de ven-
ta : el vendedor debe proporcionar
al comprador el documento repre-
sentativo de las mercancías (cono-
cimiento de embarque), mediante el.
cual se transmite la posesión y, en
su caso, la propiedad de las mismas
y se asegura a su poseedor el dere-
cho a la entrega de la cosa vendida
en el puerto de destino. Debe entre-
gar, además, el vendedor la póliza
de seguro, que permite- al comprador
reclamar la debida indemnización en
caso de siniestro o daño a las mer-
cancías. Estos dos documentos son
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los únicos realmente esenciales, pero
la práctica concede también este ca-
rácter a la factura. Al lado de ellos,
los contratantes pueden prever la
presentación de otros documentos que"
atienden a distintas finalidades (cer-
tificados relativos a la calidad, peso
y. origen de las mercancías, licencias
de importación y exportación, etc.)
El vendedor deberá entonces entre-
gar los documentos necesarios esta-
blecidos en el contrato, bajo pena de
sufrir las consecuencias propias del
incumplimiento de esta obligación de
entrega.

Todo lo anterior explica que la doc-
trina considere que las obligaciones
de las partes relativas a la presen-
tación-y aceptación de los documen-
tos son essentialia negotii, hasta- él
punto de que, si no han sido objeto
de estipulación expresa, se los con-
sidera sobrentendidos tácitamente.

Las obligaciones relativas a los do-
cumentos no son fijas y las deter^
mina en cada caso la voluntad de
las partes o las circunstancias de
hecho.

Si el vendedor no suministra los •
documentos necesarios, falta a una
de sus obligaciones, y él comprador
tiene derecho a invocar ese incum-
plimiento, ya para rehusar el pago,
ya, incluso, para; pedir la resolución
del contrato. Pero, por su parte, si
el' comprador- .rechaza documentos
correctos, comete una falta que pue-
de acarrear la resolución de la ven-
ta en su perjuicio, o, en el mejor de
los casos, la correspondiente indem-
nización de daños y perjuicios. •

Así, pues, en el presente caso se
ofrece un problema típico de mora
del acreedor, por tratarse de obliga-
ciones cuyo cumplimiento exige el
concurso y cooperación del acreedor,
que, al no prestarlo oportunamente,

perjudica al deudor, manteniendo
subsistente un compromiso del que
debe ser liberado.

En expediente promovido sobre un
contrato celebrado con otro organis-
mo autónomo (núm. 28.236, dictamen
fecha 11 de abril de 1962), ya indi-
caba el Consejô  de Estado que, a
falta de una teoría dogmática de la
mora del acreedor, esta materia, con-
siderada tradicionalmente cómo cues-
tión de bono et cequo, se rige por re-
glas particulares o por principios ge-
nerales deducidos de la combinación
de tales reglas, entre las. cuales pue-
de considerarse básica la de que una
vez llegado el plazo, el deudor que se
encuentra en situación de pago o cum-
plimiento tiene derecho Q, la libera-
ción, que el acreedor debe procurar-
le aceptando el- pago, sin poder pro-
longar la situación del deudor, pues
esto sería imponerle' más de lo que
debe..

El concepto mismo de da mora del
acreedor se centra en la omisión por
éste de la cooperación indispensable
por su parte, de la que depende el
cumplimiento de la obligación del
deudor.

Los requisitos de la mora del acree-
dor son tres:. 1.° Es necesario que
al deudor le sea lícito prestar y pue-
da prestar; requisito cumplido en
este caso por el vendedor, tanto en
cuanto a la obligación principal de
entrega^ embarque y seguro de la
mercancía, como en cuanto a la obli-
gación de presentación de los docu-
mentos estipulados. 2.* La prestación
debida tiene que ser ofrecida preci-
samente de manera que el incumpli-
miento sea entonces imputable a la
conducta del acreedor. Cumplidas las
dos obligaciones esenciales del ven-
dedor, es claro que, en este caso, los
•únicos retrasos causados en cuanto
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al examen y aceptación de documen-
tos y consiguiente fecha y efectivi-
dad del pago, son imputables a la
CAT, a su falta de cooperación con
el vendedor, al no efectuar el exa-
men y aceptación de los documentos
y el pago definitivo en el término
estipulado.

Se entiende obligado el acreedor a
aceptar la prestación (en este caso
la presentación de los documentos,
después de cumplida la entrega de:
las mercancías), y en caso de no
aceptar lo que le ha sido ofrecido,
incurre no sólo en mora aceipiendi,
sino, a la vez, en mora debendi res-
pecto a su contraprestación (pago),
y en tal caso estará obligado a re-
sarcir los daños que se produzcan a
la otra parte, por efecto de una y
otra mora.

El Código civil no contiene una re-
glamentación sistemática de la mora
del acreedor, ni se ha planteado
tampoco en términos generales el su-,
puesto de que pueda ser convenien-
cia (aunque no obligación) del acree-
dor una cooperación, por su parte in-
dispensable para el cumplimiento.
En el caso presente, la aceptación o
cooperación de la. Comisaría Gene-
ral de Abastecimientos y Transpor-
tes es una obligación de la misma
claramente reconocida en la prácti-
ca mercantil internacional, según la
cual el comprador debe, en esta cla-
se de contratos, «aceptar los docu-
mentos cuando le sean presentados
por el vendedor, si son conformas
con las estipulaciones del contrato
de venta, y pagar el precio con arre-
glo a las estipulaciones del contrato».
De todas suertes, en el Código civil
la conclusión general única de la ne-
gativa injustificada del acreedor, a
efectos del cumplimiento del deudor,
está en los efectos atribuidos ai ofre-

cimiento de pago y a la consignación
(arts. 1.176 y siguientes, aunque tam-
bién recoge la idea dé la mora del
acreedor en los arts. 1.285; 1.452,
apartado 3.°; 1. 584 y 1.590). La pres-
tación tiene que ser impedida por la
no cooperación del acreedor, y no por
deficiencia alguna imputable ai deu-
dor, y esto está plenamente acredi-
tado en el expediente, sin que sea
de olvidar tampoco la circunstancia
particularísima, ya señalada, de que,
en 1¿ práctica comercial ordinaria de
las ventas CIF y FOB, el pago con-
tra documentos se efectúa antes o
después del embarque de las mercan-
cías, pero siempre antes de su lle-
gada a destino, lo cual demuestra la
singular importancia, que tiene la
cláusula de pago contra documentos,
en cuanto permite a las partes li-
quidar sus obligaciones respectivas
rápidamente, sobre la base de la co-
rrección y de la eficacia de los docu-
mentos estipulados y de la efectivi-
dad del precio convenido. Pues bien,
si, en este caso, como ya se ha dicho,
ía presentación de documentos y el
pago del precio sólo se produce des-
pués de finalizada la operación, esto
es, con posterioridad a la recepción
de la mercancía, previos los recono-
cimientos y comprobaciones habitua-
les por el comprador, es evidente que
la prestación principal del vendedor
ha sido consumada plenamente, y no
ofrece incertidumbre ni riesgo algu-
no para el comprador, ya en posesión
de las mercancías adquiridas. Siendo
esto así, aun en el supuesto de que
el reparo relativo al importe del se-
guro pudiera ser motivo de la correc-
ción o rebaja en cuatro céntimos por
tonelada, a que se refiere la compa-
ñía recurrente, esto no supondría
rectificación de la póliza de seguro,
cuya prima se considera excesiva,
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sino discusión o rectificación de un
elemento del costo del seguro, que
constituye, en este, caso, una opera-
ción ajena a la venta de las mer-
cancías en condiciones FOB, ya que
en la misma el vendedor se libera y
cumple su obligación esencial entre-
gando la mercancía antes del em-
barque. Las sucesivas intervenciones
del vendedor en las operaciones de
embarque y seguro de la mercancía,
por cuenta del comprador, responden,
como ya se ha dicho, a un mandato
adicional, a cuyo cumplimiento se re-
feriría, en todo caso, la rectificación
de ese importe de la póliza de segu-
ro, sin que tal rectificación pudiera,
en ningún caso, hacerse depender la
efectividad, ni siquiera los retrasos,
en el abono del total precio conveni-
do para la operación principal de
venta y para las operaciones adición
nales de fletamento y seguro de la
mercancía.

Como, para que se produzca la

mora del acreedor, no se requiere su
culpa, sino solamente su negativa
injustificada (que se niegue a acep-
tar «sin razón», véanse artículos 1.176,
apartado 1.°, y 1.185 del Código ci-
vil), no es preciso en este caso
pronunciar la obligación que reclama
la compañía recurrente contra la
CAT, como una indemnización de
daños y perjuicios causados por su
culpa, sino sencillamente considerar
que son a su cargo los gastos ban-
carios abonados por el vendedor con
posterioridad a la fecha límite en
que debió abonársele el precio, lo
mismo que si se tratara de gastos
causados por la mercancía con pos-
terioridad a la entrega por el ven-
dedor. Estos «gastos bancarios» es-
tán previstos en la cláusula analiza-
da, que sólo excluye los intereses del
capital.

(Dict. 17 de enero de 1963. Exp.
núm. 28.617.)
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